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Radicación No. 760011102000200902116 02 
Aprobado Según Acta No. 103 de la misma fecha
Apelación: Sentencia sancionatoria proferida contra el doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAZMIÑO, Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali – Prorroga de la Suspensión Provisional por tres (3) meses.
Decisión: Confirma
VISTOS 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de fecha 22 de julio de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca
, por medio de la cual declaró disciplinariamente responsable al doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAZMIÑO, en su condición de Juez 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, de incurrir a título de culpa gravísima en un concurso de faltas gravísimas, contempladas en el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, sancionándolo con DESTITUCIÓN del cargo e INHABILIDAD por el término de diez (10) años para ejercer funciones públicas, al tiempo que prorrogó por un término de tres (3) meses la medida de suspensión provisional.
CONDUCTA INVESTIGADA

La presente investigación se inició con fundamento en el informe de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, en el cual, previa revisión de los procesos a cargo del Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, detectó una serie de irregularidades en punto a la concesión del beneficio de varias prisiones domiciliarias en procesos a cargo del citado despacho judicial (fl. 1 a 70 del c.o). 

En efecto, con fundamento en el informe rendido por la Procuraduría Delegada ante los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, de fecha 16 de septiembre de 2009, se logró establecer un primer caso adelantado contra Carlos Alberto Hurtado Contreras en el cual se había proferido una sentencia condenatoria, sin derecho a subrogado ni a prisión domiciliaria, no obstante lo cual el mismo estaba gozando de libertad, lo que motivó la investigación de otros casos en los que se demostró la adulteración de autos y boletas de libertad.

ANTECEDENTES

Con fundamento en la noticia disciplinaria, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, mediante auto de fecha 7 de diciembre de 2009, ordenó la práctica de pruebas en indagación preliminar, oportunidad en la cual se recibieron los siguientes medios de convicción: 

1.- Declaración de la doctora GLORIA STELLA CANAVAL ERAZO, en su condición de Magistrada de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, quien informó que los hechos se conocieron por  un oficio remitido por la Procuraduría Delegada ante los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, en el que informó sobre un proceso que por reparto había correspondido al Juzgado 4º y –extrañamente- al condenado se le otorgó el beneficio de la prisión domiciliaria por parte del Juzgado 5º de la citada Especialidad y, efectuadas las averiguaciones, se logró demostrar que el proceso había sido “clonado”. 

Con fundamento en lo anterior, se procedió a cambiar al Juez Coordinador que era el 5º de Ejecución de Penas, así como a los empleados del Centro de Servicios y se realizó una investigación, encontrando varios procesos en similar situación, según informe obrante en la foliatura. 

Aseveró que la Sala Administrativa inquirió al Juez acerca de los controles que realizaba en relación con las actuaciones que se tramitaban en el despacho, quien manifestó que le tenía absoluta confianza a la asesora jurídica que fungía en su despacho y formuló las respectivas denuncias penales en relación con “31 domiciliarias irregularmente concedidas.” (fls. 75 a 78). 

Según proveído de fecha 2 de febrero de 2010, se dispuso formal apertura de investigación disciplinaria en contra del doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAZMIÑO, en su condición de Juez 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali y se ordenó dar cumplimiento a lo preceptuado por el artículo 154 de la Ley 734 de 2002 (fls. 84 a 86), oportunidad en la cual se allegaron los siguientes elementos de prueba:
1.- El inculpado rindió versión libre en la cual informó el trámite que se realiza en relación con las solicitudes de los internos, afirmando que la explicación por las irregularidades es que en el despacho estaba laborando como asesora la doctora BERTHA MARÍA HARF SALÁZAR, quien vulneró todos los controles y realizó las falsificaciones referidas, en tanto era la persona encargada de proyectar los autos y las boletas de libertad, procediendo a explicar en varios casos como se presentaron las adulteraciones de los documentos. 
Afirmó que fue asaltado en su buena fe, no sólo como Juez sino como persona (fls. 94 a 100). 

2.- Se recibió la declaración de JOSÉ GIOVANNY CARVAJAL MARIN, Secretario del Centro de Servicios Administrativos, quien informó sobre las funciones que corresponden a tal cargo, el mecanismo a través del cual se realiza la asignación de procesos a cada despacho bajo las instrucciones del Juez Coordinador, informando el trámite que se imprime a las libertades (fls. 172 a 176)
3.- Se recibió la declaración de la señora MARÍA SONIA SALAZAR SALAZAR, quien laboró hasta el día 23 de septiembre de 2009 como Secretaria del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, quien explicó los procedimientos que se surten en relación con las solicitudes de libertad, aseverando que el manejo de las boletas es directamente del despacho y el citador encargado de la función de notificar siendo las mismas confirmadas telefónicamente “del área jurídica de la cárcel llaman directamente al despacho”  (fls. 167 a 180 del cuaderno número 1 de primera instancia). 
4.- Rindió declaración el señor GUSTAVO ADOLFO RESTREPO CANO, quien desempeñó el cargo de citador del Centro de Servicios de los Juzgados de Ejecución de Penas de la ciudad de Cali, quien informó detalladamente la forma como realizaba sus funciones. Informó que nunca percibió que en las boletas libradas se presentara alguna anomalía, por cuanto “me la entregaba una funcionaria de confianza del Juez 5, como era la doctora Bertha y segundo las boletas estaban firmadas por el doctor Héctor Armando Caicedo Pazmiño, esto era normal en ese Juzgado porque se sabía de procesos que llevaban meses y meses sin resolver las solicitudes pedidas los condenados.”  (fls. 181 a 184 del cuaderno 1 de primera instancia). 

5.- Se recibió declaración de la señora LORENA ISABEL NIETO BERBESI, quien laboró como Asistente Jurídico Grado 19 en el Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, quien informó que a principios del mes de octubre del año 2009, se trasladó con el Juez a la cárcel de Villahermosa a efectuar una revisión de los libros que allí se llevan frente a las libertades condicionales o por pena cumplida “allí se encontró un grueso número de salidas a prisión domiciliaria concedidas por el Juzgado 5 de Ejecución de Penas. Es de anotar que entre los nombres que tuve la oportunidad de ver se hallaban personas condenadas por la Juez 2 Penal Especializada de Cali doctora María Wbaldina Benitez Sarmiento…recordando casos especiales por la gravedad del asunto […]”  (fls. 191 a 197).
6.- Se llevó a cabo inspección judicial en el Centro de Servicios de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, constatándose que algunos de los procesos no existían físicamente, motivo por el cual se ordenó su reconstrucción. Entre tales procesos encuentra el radicado No. 193-2007-20622 en el cual los beneficiarios de la medida fueron los señores Samir Orley Zapata Galvis, Francisco Alejandro Ortega Diosa y Keterine García Alzate (fls. 289 a 293 del cuaderno número 1 de primera instancia. 
PLIEGO DE CARGOS Y SUSPENSIÓN PROVISIONAL 

El 23 de abril de 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca dictó pliego de cargos contra el doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAZMIÑO, por cuanto en su condición de Juez 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, pudo incurrir a título de culpa gravísima, en un concurso de faltas gravísimas de las descritas en el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002.
La imputación jurídica y fáctica se fundó en su conducta sistemática y reiterada consistente en la irregular sustitución de prisión domiciliaria a varios condenados
. En efecto, una vez analizada la prueba concluyó que el funcionario incurrió en dos hechos a saber: “uno que otorgó beneficios de sustitución de prisión domiciliaria a varios internos sin fundamento alguno, en tanto, ciertamente no aparece auto en el que se expongan las razones de hecho o de derecho que viabilicen la medida porque, no queda duda que firmó concediendo el beneficio las respectivas boletas de libertad con la cuales, ciertamente, los condenados salieron a disfrutarlo, y dos, que omitió los controles necesarios para conceder los aludidos beneficios dando lugar a que su asistente jurídica los otorgara suplantando su función en forma ilícita con evidente menoscabo de los fines de eficacia que corresponden a la administración de justicia.”
En efecto, estimó el operador disciplinario que sus conductas objetivan los delitos de prevaricato por acción y por omisión descritos en los artículos 413 y 114 del Código Penal, el primero de ellos por las concesiones efectivamente firmadas por el funcionario y en el segundo por aquellas suscritas por su asesora jurídica asumiendo la condición de Juez, sin serlo y por aquellas en las cuales se falsificaron los documentos por medio de los cuales se otorgaban tales beneficios jurídicos. 
Consideró el operador disciplinario de primera instancia que “el concurso de faltas gravísimas que se deduce al Juez debe endilgarse, provisionalmente, a título de CULPA GRAVÍSIMA porque en ellas se incurrió no solo por desatención elemental sino con violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento como que el juez violó ostensible y flagrantemente los controles que debía tener cuando de conceder beneficios que implicaban libertades de los condenados se trataba pues que no sólo confió imprudentemente en su asistente en la elaboración de proyectos sino que le delegó la sustanciación de las boletas, y la confirmación de las libertades al punto que solo vino a enterarse de lo sucedido, según dice, por la información de la Procuraduría de cara a graves irregularidades percibidas en los procesos.” 
En cuanto a la medida de suspensión provisional, señaló la Sala que conforme a las pruebas allegadas, surgían elementos de juicio para sostener que la permanencia del Juez en el ejercicio de la función, permite o da lugar a que se alteren elementos probatorios e interfiera en la investigación disciplinaria adelantada en su contra. 
Consideró que, tal como se desprende de la declaración del secretario del Centro de Servicios, de la señora Harf Salazar y de su misma manifestación “ha venido realizando su propia investigación en el establecimiento carcelario y en las dependencias donde se halla su juzgado al punto que ha recogido elementos probatorios que puede llegar a manipular si, por demás, noticia se tiene que los expedientes objeto de inspección en donde constan las irregularidades que se le endilgan desaparecieron físicamente de los anaqueles del Centro de Servicios.”
En consecuencia, la Sala ordenó al suspensión provisional del doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAZMIÑO sin derecho a remuneración por el término de tres (3) meses, y envió la decisión a consulta a esta Colegiatura, quien confirmó la decisión, según providencia de fecha 13 de mayo del año en curso (fls. 71 a 81 del cuaderno número 1 de segunda instancia. 
DESCARGOS

Según escrito de fecha 10 de mayo del año en curso, el disciplinable descorrió el traslado del pliego de cargos irrogado en su contra, informando que previo concurso de méritos fue nombrado en propiedad en el cargo de Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, afirmando que a principios del año 2005 fue amenazado por condenados del circuito penitenciario, en consideración a que su despacho no concedía prisión domiciliaria, de lo cual tuvo conocimiento la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca. 

Refirió los principios que rigen la ley disciplinaria, haciendo énfasis en el contenido normativo del artículo 13 de la Ley 734 de 2002, que reglamenta la culpabilidad y procedió a referirse a los cargos irrogados. Al respecto aclaro que la “custodia y guarda de los expedientes de competencia de los juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad está a cargo del Centro de Servicios de esta Especialidad, tal como lo establece el citado Acuerdo 605 de 1999 en su artículo 7º, literal A), numeral 9º.”
Hizo referencia a las funciones desempeñadas por la asesora jurídica del despacho, referidas al registro de los expedientes en el libro dispuesto para tal fin, aseveró que “luego de haberle informado a la doctora BERTHA MARÍA HARF SALAZAR que la iba a declarar insubsistente debido a una serie de irregularidades que me acababa de enterar a través del Ministerio Público DR. NELSÓN VILLAFANE VILLAFANE mediante oficio de 16 de septiembre de 2009, máxime cuando ya se había presentado un hecho más grave como lo fue la clonación del expediente de AUGUSTO DE HARAS SOILAN de competencia del Juzgado 4º de Ejecución de Penas, quien saliera a prisión domiciliaria […]”  la misma permaneció dos días haciendo entrega del cargo, tiempo durante el cual llenó nuevamente el libro, aseverando que lo estaba reconstruyendo porque se había perdido, circunstancia de la cual no había sido previamente informado.
Aseveró que no se explica que controles fueron los omitidos de cara al comportamiento criminal de la señora HARF SALAZAR, en tanto la misma habilidosamente le ocultó la información, refiriendo los casos concretos en que ello acaeció. 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

Agotado el período probatorio, mediante proveído de fecha 28 de junio del año en curso, de conformidad con lo preceptuado por el numeral 8º del artículo 92 de la Ley 733 de 2002, se corrió traslado al Ministerio Público por el término de cinco (5) días para rendir concepto y, por igual término, al inculpado para presentar alegaciones de conclusión. 
En esta oportunidad el disciplinado presentó escrito obrante a folios 699 a 735 del cuaderno número 2 de primera instancia, en los cuales reiteró los argumentos de descargos expresados en sus anteriores intervenciones procesales, solicitando proferir en su favor sentencia absolutoria, en tanto la faltas y el evidente menoscabo de la función judicial a su cargo provienen de un tercero, que en este caso es la doctora BERTHA MARÍA HARF SALAZAR, quien desempeñó en el despacho el cargo de asesora jurídica y fue encargada por un corto período de la calidad de Juez, circunstancia que aprovechó para cometer las conductas delictivas referidas en la presente investigación.
Fundamentó sus argumentos en los siguientes razonamientos: 

1.- Falta de tipicidad de la falta disciplinaria – violación del principio de legalidad:

Previa trascripción del contenido normativo del artículo 413 del Código Penal que contempla el delito de “Prevaricato por Acción”, aseveró que las “boletas de traslado a prisión domiciliaria no hacen parte de los elementos normativos que tipifican la descripción del delito de prevaricato por acción; como tampoco se especificó la ley que vulneró con la supuesta conducta prevaricadora.” 
En efecto, aseveró que las boletas u oficios no hacen parte de esa descripción típica, por cuanto no son resoluciones, dictámenes ni conceptos, como lo exige la norma en estricto respeto del principio de tipicidad. 
2.- Ambigua calificación del concurso de presuntas faltas disciplinarias:

Aseveró que admitir la Sala que el prevaricato por acción solo permite la modalidad dolosa, luego -en forma contradictoria y ambigua- califica el concurso de faltas a título de CULPA GRAVÍSIMA. 
Previo análisis de jurisprudencia sobre la culpabilidad en materia disciplinaria, concluyó que “de acuerdo a la descripción típica en que se subsumió el concurso de presuntas faltas disciplinarias la que se refiere puntualmente al DOLO, es imposible admitir que el hecho que se me endilga se cometió culposamente.” 
3.- Ausencia de dolo: 

Fundamenta este argumento en el hecho de que “la supuesta firma y huella del suscrito juez en las boletas de traslado a prisión domiciliaria cuestionadas, reposan por falsificación e injerencia en grado de FUERZA MAYOR y VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE CONFIANZA por la delincuencia organizada, supuestos excluyentes de responsabilidad penal y disciplinaria.” 

Afirma que en el presente caso la injerencia criminal fundamenta la fuerza mayor, en tanto “si bien obra mi firma y huella en las citadas boletas, lo están en contra de mi voluntad por injerencia criminal en grado de FUERZA MAYOR, en esas circunstancias se debe declarar la ausencia de DOLO, la ausencia de responsabilidad disciplinaria y en consecuencia mi absoluta inocencia del cargo.” Procediendo a relacionar las pruebas sobre su criterio jurídico de no conceder prisión domiciliaria y sobre las amenazas de las cuales fue victima como consecuencia de tal criterio, a efecto de probar que cualquier decisión contraria a tal convicción jurídica resultaba ser de imposible autoría por su parte. 
Señaló que en el plenario obra la relación de autos interlocutorios por medio de los cuales concedió el beneficio de la prisión domiciliaria, tomada del archivo del Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, donde se puede constatar que en el 2007 y septiembre de 2009, de 192 solicitud de prisión domiciliaria sólo concedió 12, lo que porcentualmente le acredita un 6.2% que en términos estadísticos le fijan 2 en el 2007, 1 en el 2008 y 9 en el 2009. 
Aseveró que aparece probado en el proceso que su firma y huella dactilar impresas en algunas de las boletas de traslado a prisión domiciliaria fueron burdamente falsificadas, pues en la boleta de CARLOS ALBERTO HURTADO CONTRERAS, de fecha 15 de febrero de 2009, así lo determinó el examen pericial de “scanner” que sobre el se realizó; lo mismo acaeció con la huella dactilar obrante en la boleta de CARLOS HERNÁN DOMINGUEZ JARAMILLO, donde la impresión resultó no apta para cotejación pericial, por lo que apareció formateada y adulterada en la boleta de libertad y, en relación con las otras boletas, si bien aparecieron firmadas por él, es de entender que ello obedeció a fuerza externa que doblegó su voluntad, siendo su real autora la doctora BERTHA MARÍA HARF SALAZAR, lo cual quedó demostrado, quien obró de manera dolosa, cuando en el mes de marzo del año 2008, siendo asistente jurídica hizo firmar a la Juez 6ª de Ejecución de Penas boletas de prisión domiciliaria y luego suscribió 38 boletas como Juez 5º de Ejecución de Penas sin serlo, las cuales hizo efectivas ante la cárcel de Villahermosa, continuando con su conducta criminal cuando el 23 de febrero y el 26 de marzo de 2009 firmó 3 boletas de prisión domiciliaria de internas del Buen Pastor. 
Por su parte, en relación con el cargo referido al PREVARICATO POR OMISIÓN, aseveró que aplicó la totalidad de los controles previstos en el ordenamiento jurídico, procediendo a informar el trámite que se realiza al interior de los procesos en relación con las solicitudes de libertad, reiterando que los expedientes de competencia de los Jueces de Ejecución de Penas se encuentran a cargo del Centro de Servicios Administrativos, en virtud de lo preceptuado por el Acuerdo No. 605 de 1999, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, debiéndose registrar las actuaciones en el sistema JUSTICIA XXI, sistema implementado en el Juzgado y cuya revisión arrojó que “las prisiones domiciliarias tramitadas por BERTHA MARÍA HARF de manera ilegal no fueron por ella registradas como ordena el acuerdo.” 
Concluyó que la totalidad de los controles fueron implementados pero que los mismos fueron vulnerados por la doctora HARF SALAZAR en aquellos casos en los cuales tramitó las boletas ilegales de prisión domiciliaria, mediante ocultamiento doloso de los expedientes, con la colaboración de una banda criminal. 
Hizo referencia a la violación del principio de confianza el cual –en su sentir- lo exonera no solamente del dolo, sino de la culpa, en tanto los servidores tienen derecho a la buena fe constitucional, así como la obligación de depositar la confianza en los funcionarios de sus respectivos despachos.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El 22 de Julio del año 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, declaró disciplinariamente responsable al doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAZMIÑO, en su condición de Juez 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, de incurrir a título de culpa gravísima en un concurso de faltas gravísimas, contempladas en el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, sancionándolo con DESTITUCIÓN del cargo e INHABILIDAD por el término de diez (10) años para ejercer funciones públicas, al tiempo que prorrogó por un término de tres (3) meses la medida de suspensión provisional.

Para arribar a la resolutiva de la referencia estimó el A Quo que la prueba arrimada a la foliatura llevaba a la certeza objetiva de la falta y de la responsabilidad del funcionario inculpado en la incursión en la falta gravísima descrita en el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002 “porque su comportamiento funcional subsumió la descripción dogmática que del prevaricato trae el legislador en los artículos 413 y 414 del Código Penal sancionable a título de dolo en esas legislación”

Afirmó que no se vulnera en el presente caso el principio de legalidad, en tanto aparece probado para los fines de elaboración del juicio de tipicidad que el juez de penas disciplinado libró boletas de traslado a prisión domiciliaria de varios condenados cuya pena ejecutaba, sin soporte jurídico, es decir, sin confluir los presupuestos normativos necesarios para la obtención del aludido beneficio. 
En torno al Prevaricato por Omisión, descrito en el artículo 414 del Código Penal, se consideró que el Juez omitió un acto propio de sus funciones, referido a la omisión en relación con los controles exigidos en su calidad de director del despacho, los cuales debía cumplir para garantizar la idoneidad del servicio de justicia que le correspondía prestar, descartando la existencia de fuerza mayor, en tanto tal figura jurídica exige la existencia de fenómenos o situaciones fácticas no creadas ni permitidas por el Juez, requisito que no se reúne en el presente caso, en tanto el resultado se presentó por el descuido del funcionario en realizar los controles necesarios los cuales se encontraban debidamente implementados por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
En torno a la responsabilidad del servidor judicial, no encontró causal alguna de justificación de su actuar antiético, en tanto la fuerza mayor exige la existencia de fenómenos o situaciones fácticas no creadas por el actor y que puedan demostrarse como causales de la realización del acto que se reprocha, las cuales no aparecen probadas en el sub lite, por cuanto si bien es cierto la autora de los delitos fue su asesora jurídica ello no justifica el descuidado comportamiento funcional del Juez, pues los ilícitos de tal funcionaria devienen ajenos a la culpa que se le endilga al Juez en el presente proceso.
Concluyó la Sala de Instancia aseverando que existe certeza sobre la responsabilidad disciplinaria del doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAZMIÑO “en los hechos que se le atribuyen y en consecuencia habrá de proferirse sentencia condenatoria en su contra, deduciéndose como sanción y habida consideración que se trata de un concurso de FALTAS GRAVÍSIMAS consumadas a título de CULPA GRAVÍSIMA, la DESTITUCIÓN e INHABILIDAD GENERAL –num. 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002.” (fl. 776 del cuaderno número 3 de primera instancia). 

En la misma providencia se resolvió prorrogar el término de la suspensión provisional decretada por tres (3) meses en consideración a que subsisten los elementos en los cuales se fundamentó la decisión inicial. 
RECURSO DE APELACIÓN

Según escrito adiado 2 de agosto del año en curso, el servidor judicial sancionado, interpuso recurso de apelación y, al correr con la carga de sustentarlo, reiteró los argumentos expuestos en sus alegatos de conclusión, refiriendo que analizada la descripción típica del delito de prevaricato por acción contenida en el artículo 413 del Código Penal, escogida como complemento del tipo disciplinario referido en el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, nos encontramos frente a una alteración de la descripción típica por cuanto se trataba de oficios o boletas de traslado a prisión domiciliaria, supuestamente sin auto interlocutorio, lo cual desvirtúa los elementos normativos del tipo. 
Lo anterior por cuanto no se puede sostener que un simple oficio o boleta de comunicación sea una sentencia o un auto interlocutorio, por lo que no puede agregarse como elemento del tipo disciplinario, pues se entiende que sólo en las providencias judiciales es donde realmente se emite la orden judicial y donde se puede incurrir en prevaricato por acción porque allí es donde se expone en forma detallada un criterio judicial para tomar una decisión de fondo que a la postre resulte manifiestamente contraria a la ley.

Consideró que la Sala de Instancia vulneró los principios de tipicidad, culpabilidad y el derecho de defensa, por cuanto no es posible que el investigado se defienda de una falta dolosa con elementos de culpa, instituciones jurídicas sustancialmente diferentes. 

Por lo anterior reiteró que resultaba obligatorio probar el dolo en la presente investigación para poderle atribuir la falta gravísima, sin que bastara con enumerar o enunciar que la presunta conducta enmarca en el prevaricato por acción, no obrando prueba en el plenario de tal ilícito, motivo por el cual –estimó- la Sala expidió un fallo con base en responsabilidad objetiva. 

Aseveró que la prueba grafológica y dactilar indican que “mi firma y huella en el oficio de CARLOS ALBERTO HURTADO CONTRERAS fue falsificada vía scanner láser, y en el oficio de CARLOS HENÁN DOMÍNGUEZ JARAMILLO la prueba dactilar indica que no fue apta para el cotejo, por ende la duda de si es mi huella o no…” 

Hizo referencia a la falsificación y adulteración del contenido de los oficios por parte de la doctora BERTHA MARÍA HARF SALAZAR, de tal manera que en los documentos en que las firmas y huellas efectivamente corresponden con la suya, ello obra en contra de su conciencia y voluntad “la que fue doblegada habilidosamente a través de maniobras fraudulentas y engañosas de parte en grado de fuerza mayor por la Señora BERTHA MARÍA HARF SALAZAR ex asistente jurídica.” 
En relación con la falta consistente en incurrir objetivamente en “Prevaricato por Omisión”, reiteró los controles que se llevaban al interior del despacho judicial a su cargo, consistentes en la alimentación del sistema Justicia XXI, en el cual se registran a diario las actuaciones del despacho. 

Aseveró que “la sala incurre en falsa motivación por falso juicio de raciocinio cuando al referirse de manera tangencial a la prueba testimonial de los jueces homólogos, sostiene que bajo juramento manifestaron que en la actualidad todos los controles se llevan a cabo a través del programa de Justicia XXI.”  Estima que ello no es cierto por cuanto el sistema tiene falencias y no sirve como control previo para evitar una conducta punible. 

Reiteró el argumento referido al principio de confianza y pese a todos los controles establecidos en el despacho no logró detectar la conducta malintencionada y dolosa de su asesora jurídica, en tanto no todo resulta controlable, de tal manera que a nadie puede exigírsele un deber más allá de lo posible.
CONSIDERACIONES

I. Competencia: 

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer el presente asunto, en virtud de lo previsto por el Artículo 256 numeral 3° de la Constitución Política y el Artículo 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996. 

En virtud de la competencia antes mencionada, sin observar causal de nulidad alguna que invalide lo actuado, procede la Sala a emitir su pronunciamiento con apoyo en el material probatorio allegado al plenario y a la luz de las disposiciones legales que atañen al tema a debatir, precisando que tal como lo ha sostenido la jurisprudencia, la órbita de competencia del Juez de segunda instancia, le hace imperioso emitir pronunciamiento únicamente en relación con los aspectos impugnados, toda vez que presume el legislador que aquellos  que no son objeto de sustentación, es porque no suscitan inconformidad en el sujeto procesal que hace uso de la apelación, pudiendo extender la competencia a asuntos  no impugnados, si resultan inescindiblemente vinculados  al objeto del recurso. 
En punto a la competencia, procede reiterar el criterio expuesto por la jurisprudencia, conforme al cual el funcionario judicial de segunda instancia no goza de libertad para decidir, pues no se encuentra ante una nueva oportunidad para emitir un juicio fáctico y jurídico sobre el asunto, sino que su labor consiste en realizar un control de legalidad de la decisión impugnada, a partir de los argumentos presentados por el recurrente
.

Sobre el particular, necesario también se hace insistir en que “la sustentación del recurso constituye carga ineludible del apelante, e irrumpe como presupuesto imprescindible para acceder a la segunda instancia, pero a su vez, se erige en límite de la competencia del ad quem, el cual sólo puede revisar y pronunciarse acerca de los aspectos reprochados ‘salvo la nulidad (por su naturaleza oficiosa) y los aspectos inescindiblemente vinculados a la impugnación’”
.

II. Marco normativo y conceptual:
Previo a analizar el material probatorio allegado al plenario, la Sala parte del principio según el cual en el derecho disciplinario funcional, la falta siempre supone la existencia de un deber, cuyo olvido, incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta represiva del Estado.  

Es así como el artículo 196  de la ley 734 de 2002, define la falta disciplinaria, en los siguientes términos: 

“Artículo 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este Código”.

En este orden de ideas, el referente legal al que es preciso acudir, a efectos de establecer si el doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAZMIÑO, en su condición de Juez 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, es responsable o no del concurso homogéneo de faltas por las cuales se le sancionó en la sentencia que es objeto de apelación, aparece contenido en el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, de la siguiente manera:

“Artículo 48. Faltas Gravísimas: Son faltas gravísimas las siguientes: 

1.- Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo.” 

El tipo disciplinario abierto previsto en la norma referida fue debidamente cerrado por el operador jurídico con los artículos 413 y 414 del Código Penal, normas que son del siguiente tenor: 

“ARTICULO 413. PREVARICATO POR ACCION.  El servidor público que profiera resolución, dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses, multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses.” 

“ARTICULO 414. PREVARICATO POR OMISION. El servidor público que omita, retarde, rehuse o deniegue un acto propio de sus funciones, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a noventa (90) meses, multa de trece punto treinta y tres (13.33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por ochenta (80) meses.”
III. Caso Concreto: 

La situación que originó esta actuación disciplinaria consistió en la conducta sistemática y reiterada del funcionario consistente en la irregular sustitución de prisión domiciliaria a varios condenados, entre los cuales se encuentran los señores CARLOS ALBERTO HURTADO CONTRERAS, OSWALDO ARÉVALO, EDWIN ARELEY ARIAS GÓMEZ, GUILLERMO LEÓN HERNÁN CERÓN, GUSTAVO CHAMORRO, LIBARDO ESCOBAR, DAVID ESPAÑA, PHILIPE FOUAD JEBEILE, CÉSAR AUGUSTO GONZÁLEZ, ADOLFO GUAPACHÓN RINCÓN, OVIDIO MEJÍA HURTADO, MISALE ÑAÑEZ SABOGAL, EDWAR OCAMPO, JEREMIAS PALACIOS, HASSAN YEINK PACHÓN, JHON HENRY RAMÍREZ, PEDRO LUIS RAMOS GARCÍA, OMAR ENRUIQUE TORRES, JHONATHAN VÁSQUEZ, HERNEY VÁSQUEZ, WILMER DAVID VELASCO, JOSÉ ANDRÉS VILLADA, LUIS ANTONIO ZAPATA, CARLOS HERNÁN DOMINGUEZ. 

En efecto, la imputación fáctica se soportó, una vez analizada la prueba, en que el funcionario incurrió en dos hechos a saber: i) otorgó beneficios de sustitución de prisión domiciliaria a varios internos sin fundamento alguno, en tanto, no aparece auto en el que se expongan las razones de hecho o de derecho que viabilicen la medida y ii) omitió los controles necesarios para conceder los aludidos beneficios dando lugar a que su asistente jurídica los otorgara suplantando su función en forma ilícita con evidente menoscabo de los fines de eficacia que corresponden a la administración de justicia.

En efecto, se allegó al presente disciplinario prueba consistente en informe rendido por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, diligencia de inspección judicial a los procesos efectivamente encontrados en el Centro de Servicios de los Juzgados de Ejecución de Penas de Cali, lo cual fue confrontado con la información y copias suministradas por la Oficina Jurídica de la Cárcel Villahermosa, quien igualmente remitió copia de las boletas libradas por el Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, algunas de las cuales carecen de fecha y otras de auto interlocutorio en los cuales se fundamente. 
Es así como se logró demostrar que un proceso completo que correspondía al Juzgado 4º de Ejecución de Penas, aparece totalmente “clonado”, al punto que la concesión de la prisión disciplinaria fue concedida por el Juzgado 5º el cual no era competente para ello. 
Aparece probado en las presentes diligencias que sólo en el caso del señor CARLOS ALBERTO HURTADO CONTRERAS, la firma del Juez y su huella dactilar fueron falsificadas, en los demás procesos aparece que las mismas corresponden al funcionario y así lo admite el mismo en sus diferentes intervenciones procesales, aceptando a título de ejemplo que “al momento de firmar la BOLETA DE TRASLADO A PRISIÓN DOMICILIARIA del condenado MARCO FIDEL OSORIO, esto es, como quiera que la doctora BERTHA MARÍA HARF SALAZAR tenía la función de proyectar y digitar las mencionadas boletas, fue la persona que me pasó el día lunes 16 de febrero de 2009, la boleta de traslado a la prisión domiciliaria del mencionado condenado, solo que la segunda y tercera copias eran adulteradas.” 
Aceptó que al momento de suscribir tales boletas revisó únicamente que la primera coincidiera con la providencia y las otras dos copias no las revisó, logrando descubrir posteriormente que había firmado el traslado de sitio de reclusión de otras dos personas. 
Este comportamiento de cara al ordenamiento disciplinario, conlleva a afirmar que se adecua en falta gravísima, al tenor de lo normado por el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, según el cual se erige como tal: “Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo”, tipo debidamente cerrado con los artículos 413 y 414 del Código Penal, que consagra el delito de prevaricato por acción.
Nótese entonces que esta descripción típica comporta como exigencia que el tipo penal con el cual se cierre la falta disciplinaria sea sancionable a título de dolo, lo cual no necesariamente implica que dicha calificación se realice en torno a la falta disciplinaria misma, teniendo que en derecho disciplinario se tipifican las conductas constitutivas de falta disciplinaria en tipos abiertos que suponen un amplio margen de valoración y apreciación en cabeza del fallador, de cara al cual la Corte Constitucional ha manifestado que el legislador en ejercicio de su facultad de configuración adoptó un sistema amplio y genérico de incriminación que ha sido denominado “numerus apertus”, en virtud del cual no se señalan específicamente cuáles comportamientos requieren para su tipificación ser cometidos con culpa, “de modo que en principio a toda modalidad dolosa de una falta disciplinaria le corresponderá una de carácter culposo, salvo que sea imposible admitir que el hecho se cometió culposamente como cuando en el tipo se utilizan expresiones tales como “a sabiendas”, “de mala fe”, “con la intención de”. Por tal razón, afirmó la Corte  “el sistema de numerus apertus supone igualmente que el fallador es quien debe establecer cuáles tipos disciplinarios admiten la modalidad culposa partiendo de la estructura del tipo, del bien tutelado o del significado de la prohibición.”
 

En el presente caso estimó el operador jurídico al momento de imputar el tipo que en el mismo el servidor inculpado actuó con culpa gravísima, la cual se encuentra expresamente señalada como aquella en que incurre el servidor público por ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento
, lo que nos lleva a concluir que aun cuando el tipo penal debe ser doloso, al ser un instrumento de cierre el tipo disciplinario abierto -en tanto se trata de incumplimiento de deberes funcionales-, puede ser calificado como culposo, como se realizó en el caso que ocupa la atención de la Sala, sin que con dicha calificación se afecte el principio de legalidad de la falta, pues efectivamente en el presente caso no se advierte que el inculpado en forma consciente y voluntaria haya proferido las decisiones referidas como contrarias al ordenamiento jurídico.
Ahora bien, asevera el inculpado que la “boleta de traslado a prisión domiciliaria” no puede entenderse como una sentencia o una resolución judicial, en tanto la misma es tan sólo un oficio y no tiene la virtualidad de considerarse como una decisión manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico. 

Al respecto, estima la Sala que si bien es cierto la “boleta” constituye un acto de ejecución de una decisión, nótese en que en las que se libraron con destino a los establecimientos carcelarios se hizo referencia al cumplimiento de un auto interlocutorio específico, mismo que en la mayoría de los casos no existió materialmente o si existió desapareció, en tanto varios de los expedientes en los cuales se presentaron las irregularidades anotadas y que dieron origen al presente disciplinario se extraviaron y debieron ser reconstruidos, tal como se dejó constancia en la diligencia de inspección judicial practicada por el A Quo al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali. 

En efecto, tan constituye la “boleta de traslado a prisión domiciliaria” un acto de ejecución de la decisión adoptada por el funcionario que, para citar solo un ejemplo, la boleta de traslado de JULIO CESAR HENAO RIOS, visible a folio 85 del cuaderno original número 1 de primera instancia, establece: 

“Traslado para su residencia ubicada en…… A. JULIO CESAR HENAO RIOS, identificado con la c.c. No. 

QUIEN SE ENCUENTRA RECLUIDO EN ESE ESTABLECIMIENTO POR CUENTA DE ESTE DESPACHO POR EL DELITO DE HOMICIDIO AGRAVADO Y PORTE ILEGAL DE ARMAS DE FUEGO. 

Lo anterior toda vez que este Despacho Judicial, mediante auto interlocutorio No. 453 del 27 de marzo de 2009 concedió sustitución a prisión domiciliaria.” 

En igual sentido aparece la boleta de libertad de DIEGO FERNANDO GALLEGO GÚZMAN (fl. 86). 

En consecuencia tales “boletas” u oficios como los denomina el inculpado tuvieron en su momento la virtualidad de producir efectos jurídicos, consistentes en el traslado de reclusos de la cárcel Villahermosa a las residencias de los mismos, vulnerando con ello en forma ostensible el ordenamiento jurídico en tanto los mismos no reunían los requisitos exigidos para gozar de tales beneficios y al tener tal capacidad llenan el tipo disciplinario de contenido de acuerdo con la voluntad del legislador. 
Obsérvese entonces que tal y como fue evidenciado por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de primera instancia, es claro que la conducta desplegada por el funcionario resulta a todas luces reprochable desde la óptica disciplinaria y sustenta de manera suficiente el juicio de reproche irrogado por la Sala a-quo, asistiéndole plena razón al haber sancionado al doctor HÉCTOR ARMANDO CAICEDO PAMIÑO como autor de falta disciplinaria gravísima cometida con culpa gravísima, toda vez que su compromiso en los hechos punibles anotados deviene incuestionable, con absoluta independencia del juicio de reproche que en otras instancias deba realizarse a quien incurrió desde el punto de vista objetivo en las conductas reprochables desde la óptica del derecho penal. 
Cabe anotar, que en el trámite del presente proceso disciplinario, el inculpado hizo referencia a la falta del requisito de legalidad, en tanto la Sala debía probar que cometió la falta a título de dolo, esto es con conciencia y voluntad, argumento que resulta totalmente desacertado y encuentra plena respuesta en la sentencia C-720/06 de la Corte Constitucional:

“Para la demandante la aplicación del numeral 1º del artículo 48 de la ley 734 de 2002, requiere la participación de una autoridad judicial quien calificaría si la conducta por la cual se ha iniciado el proceso corresponde a un delito. Esta forma de interpretar el precepto demandado no corresponde a lo establecido por el legislador, pues en él quedó previsto que se consideran faltas gravísimas aquellas que atiendan a los siguientes supuestos: i) Que se trate de una conducta  objetivamente descrita por la ley como delito; ii) Que la misma conducta punible sea sancionable a título de dolo; y iii) Que la misma conducta se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo. Para la Sala es evidente que el Congreso de la República no condicionó la aplicación de la norma sub examine al trámite de un proceso penal y menos aún a la calificación que una autoridad judicial hiciera respecto del comportamiento causante del proceso disciplinario. La disposición atacada obliga al “juez disciplinario” a verificar en la legislación penal si la conducta que ha dado lugar al proceso está descrita objetivamente o tipificada, para posteriormente establecer dentro del proceso a su cargo si la misma conducta fue cometida con dolo o culpa, con el propósito de imponer la respectiva sanción atendiendo a lo dispuesto en el artículo 13 de la ley 734 de 2002 -Código Disciplinario Único-.” (M.P. Clara Inés Vargas Hernández). (Subrayado y negrillas fuera de texto). 
Así mismo, durante el curso de la investigación y en el escrito contentivo del recurso de apelación esgrimió el funcionario -como causal excluyente de responsabilidad disciplinaria- la fuerza mayor, la cual hizo consistir en los delitos cometidos por la asesora jurídica de su despacho doctora BERTHA MARÍA HARF SALAZAR, reiterando que nadie está obligado a lo imposible e invocando el principio de confianza y buena fe, argumentos que no podrán ser despachados en forma favorable por la Sala, en tanto no concurren los elementos definitorios de la fuerza mayor que permitan en este específico caso liberar de responsabilidad al servidor judicial. 

Devienen totalmente diferentes las perspectivas desde las cuales se investiga a quien realizó la conducta penal consistente en falsificar las boletas de traslados, la firma del funcionario y los demás documentos necesarios para llevar a cabo la conducta criminal que lo fue la doctora HARF SALAZAR, de aquella desde la cual se analiza en sede disciplinaria el incumplimiento del deber funcional del doctor CAICEDO PAZMIÑO, quien tenia el deber funcional de garantizar la administración de justicia a su cargo.

En efecto, para que tal situación se configure como causal eximente de responsabilidad  se tiene como exigencia normativa que se trate de un hecho imprevisible, el cual se convierte en irresistible y, por ende, no querido o que se trate de un hecho previsto o al menos previsible, el cual se califica de inevitable por su carácter de irresistible. 

Es del caso anotar que tanto la fuerza mayor como el caso fortuito implican  la inexistencia de conducta, entendida como la primera de las categorías dogmáticas de la falta disciplinaria, pues en su desarrollo no influye la voluntad del agente, toda vez que se trata de situaciones no imputables al actuar doloso o culposo del mismo, sin que al analizar el caso concreto puede establecerse que el funcionario estaba en imposibilidad de actuar conforme al ordenamiento jurídico, pues bastaba el control del despacho por su parte como director del mismo y la confrontación de los procesos que tenía a su cargo, así como la verificación constante de los sistemas para detectar si se estaban presentando irregularidades o no en la concesión de los traslados domiciliarios. 

Por otra parte, es importante destacar que en el presente caso la responsabilidad disciplinaria se deriva del incumplimiento por parte del funcionario del deber funcional que le asistía como Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali y por lo tanto como veedor del cumplimiento de las penas impuestas y cuyo control le correspondía, deber que indudablemente incumplió al punto que fueron concedidas desde su despacho varias boletas de traslado, enterándose tan sólo el Juez después de haber ocurrido más de 31 casos, por información recibida de la Procuraduría y no por haber detectado las fallas al interior de su despacho judicial. 

Es así como la Corte Constitucional suministró al operador disciplinario un eje de configuración, donde se establece la exigencia orientada a que se observe estrictamente el deber infringido para deducir la antijuridicidad contenida en el artículo 5 de la Ley 734 de 2002. 
 Al respecto expresó: 

“El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que orienta la determinación de la antijuridicidad de las conductas que se reprochan por la ley disciplinaria. Obviamente no es el desconocimiento formal de dicho deber el que origina la falta disciplinaria, sino que, es la infracción sustancial de dicho deber (…)”
 

De lo expuesto se tiene que el fundamento de la imputación y, en consecuencia, del ejercicio de la potestad sancionadora del Estado, está determinado por la infracción de los deberes funcionales del servidor judicial dada la necesidad de realizar los fines de la administración de justicia, lo que recobra especial connotación en tratándose de normas procesales penales referidas a la libertad, las cuales son de orden público y que el Juez estaba obligado a conocer y respetar. 

Manifiesta igualmente el recurrente que su actuación se encuentra justificada por el “error” en el cual incurrió por cuanto quien proyectó la decisión fue un tercero facultado legalmente para ello como lo era la asesora jurídica del despacho, quien obró en forma dolosa y malintencionada. 

Al respecto, esta Colegiatura ha sostenido reiteradamente que si bien la compleja misión de administrar justicia exige la distribución de las funciones entre los empleados del despacho judicial, ello en modo alguno implica delegar la responsabilidad que le asiste al Juez, como responsable del despacho, director del proceso y jefe del personal que conforma su equipo de trabajo. 
Es así como a los empleados les corresponde cumplir las órdenes que imparta el Juez, quien delega la ejecución de tareas pero no su responsabilidad, es así como el numeral 5º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 –Estatutaria de la Administración de Justicia- establece que corresponde al servidor judicial “realizar personalmente las tareas que les sean confiadas y responder del uso de la autoridad que les haya sido otorgada o de la ejecución de las ordenes que pueda impartir sin que en ningún caso quede exento de la responsabilidad que le incumbe por la que corresponda a sus subordinados.”  

Por otra parte, el error que tiene la virtualidad de exonerar la responsabilidad de un servidor judicial es solamente aquel al cual no haya podido resistir, esto es, que sea insuperable, y en el caso sub judice nótese que el funcionario tenía la posibilidad de superar el error con un poco de diligencia y cuidado en el manejo de los asuntos sometidos a su consideración, así con el debido ejercicio de los controles establecidos pero contrario a ello delegó en la asesora jurídica tanto la elaboración de los proyectos de autos interlocutorios, como la elaboración de las boletas de libertad y o concesión de prisión domiciliaria y adicionalmente permitió que cuando realizaran las llamadas desde los centros penitenciarios a confirmar las libertades fuera esta misma funcionaria quien realizara tal función, concentrando en la misma la concesión y el control, lo cual a todas luces implicaba un riesgo que el funcionario no previó ni evitó. 
Tenemos entonces que la conducta disciplinaria cumple los presupuestos de ser típica, antijurídica y realizada no tanto por el querer contrariar el ordenamiento disciplinario, sino por la negligencia revelada por el funcionario, quien no cumplió sus deberes funcionales, lo que viene a colmar el presupuesto subjetivo de la conducta: la culpa que fue el grado deducido al disciplinado en la sentencia definitiva y el que mantiene la Sala, considerando igualmente esta Colegiatura que debe mantenerse la calificación de GRAVÍSIMA de la misma, dada la calidad que ostenta el disciplinado como Juez de la República, lo cual implica amplios conocimientos en derecho Penal y así mismo el perjuicio ocasionado a la administración de justicia que se considera un servicio esencial.

Deviene en consecuencia necesario confirmar la providencia de primera instancia, en cuanto dedujo responsabilidad disciplinaria por el incumplimiento del deber previsto en el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, tipo disciplinario debidamente cerrado con los artículos 413 y 414 del Código Penal, toda vez que concurren en el presente caso la totalidad de los ingredientes normativos del tipo disciplinario, al advertirse que el servidor incurrió, desde el punto de vista objetivo, en las conductas de prevaricato por acción y prevaricato por omisión, de las cuales en el sub examine indudablemente concurren, al tratarse varias conductas activas de proferimiento de decisiones manifiestamente contrarias al ordenamiento jurídico y omisivas referidas a la ausencia total de control del despacho por parte del funcionario, reuniéndose igualmente los presupuestos para imponer sentencia sancionatoria en contra del Juez investigado, al no advertirse causal de justificación alguna de tal actuar antiético. 
En consecuencia, la Sala impartirá plena confirmación al fallo apelado, toda vez que la actuación de la primera instancia se atempera plenamente a los parámetros legales fijados por la Ley 734 de 2002, incluida la Sanción, la cual se encuentra de conformidad con lo previsto por el numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002
, en consideración a que la falta fue calificada como GRAVÍSIMA y cometida a título de CULPA GRAVÍSIMA y al perjuicio causado a la administración de justicia que se considera esencial y cuya dignidad representaba, como garante de las penas impuestas a los condenados. 
La anterior sanción respeta plenamente los criterios expuestos en la Ley 734 de 2002, así como los principios de proporcionalidad, necesidad y razonabilidad propios de un Estado Social de Derecho.

V. La Suspensión Provisional: 

La figura de la suspensión provisional aparece regulada en el Código Disciplinario Único, como una medida de carácter temporal que busca evitar que durante el trámite de la actuación, la permanencia del disciplinado en el cargo, no interfiera en la investigación o permita que continúe cometiendo la falta o la reitere:

“Artículo 157. Suspensión provisional. Trámite. Durante la investigación disciplinaria o el juzgamiento por faltas calificadas como gravísimas o graves, el funcionario que la esté adelantando podrá ordenar motivadamente la suspensión provisional del servidor público, sin derecho a remuneración alguna, siempre y cuando se evidencien serios elementos de juicio que permitan establecer que la permanencia en el cargo, función o servicio público posibilita la interferencia del autor de la falta en el trámite de la investigación o permite que continúe cometiéndola o que la reitere. 

 

El término de la suspensión provisional será de tres meses, prorrogable hasta en otro tanto. Dicha suspensión podrá prorrogarse por otros tres meses, una vez proferido el fallo de primera o única instancia. 

 

El auto que decreta la suspensión provisional será responsabilidad personal del funcionario competente y debe ser consultado sin perjuicio de su inmediato cumplimiento si se trata de decisión de primera instancia; en los procesos de única, procede el recurso de reposición. 

 

Para los efectos propios de la consulta, el funcionario remitirá de inmediato el proceso al superior, previa comunicación de la decisión al afectado. 

 

Recibido el expediente, el superior dispondrá que permanezca en secretaría por el término de tres días, durante los cuales el disciplinado podrá presentar alegaciones en su favor, acompañadas de las pruebas en que las sustente. Vencido dicho término, se decidirá dentro de los diez días siguientes. 

 

Cuando desaparezcan los motivos que dieron lugar a la medida, la suspensión provisional deberá ser revocada en cualquier momento por quien la profirió, o por el superior jerárquico del funcionario competente para dictar el fallo de primera instancia. 

 

Parágrafo. Cuando la sanción impuesta fuere de suspensión e inhabilidad o únicamente de suspensión, para su cumplimiento se tendrá en cuenta el lapso en que el investigado permaneció suspendido provisionalmente. Si la sanción fuere de suspensión inferior al término de la aplicada provisionalmente, tendrá derecho a percibir la diferencia.

De la norma trascrita surgen varios presupuestos en orden a que opere tal medida, a saber:

1. Que se trate de faltas calificadas como gravísimas o graves.

2. Que se evidencien serios elementos de juicio que permitan establecer que la permanencia del funcionario en el cargo, función o servicio público posibilita la interferencia en el trámite de la investigación o permite que continúe cometiéndola o la reitere. 

3. Que la decisión de suspensión provisional se encuentre debidamente motivada.

Al respecto se tiene que, en tratándose de “prórroga” de tal medida provisional, al estarse resolviendo en esta oportunidad procesal el recurso de apelación de la sentencia sancionatoria, la cual pone fin al proceso con la respectiva sanción, considera la Sala que la suspensión quedará automáticamente subsumida en la destitución, motivo por el cual deberá confirmarse la decisión de prorrogar la suspensión hasta la fecha de ejecutoria de la decisión definitiva.
A mérito de lo precedentemente expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución y la ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO: CONFIRMAR en todas sus partes la sentencia apelada.

SEGUNDO: Devolver el proceso al Seccional de Instancia el cual deberá notificar en forma personal el contenido de la misma a los sujetos procesales.   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

	JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
	HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

	Presidenta
	Vicepresidente

	
	

	JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
	ANGELINO LIZCANO RIVERA

	Magistrado
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	MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
	JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ
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	PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

	Magistrado

	

	YIRA LUCIA OLARTE ÁVILA

	Secretaria judicial
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